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ESTEBAN LEÓN BALBUENA QUIÑÓNEZ
† 19 de abril de 1994

Esteban León Balbuena Quiñónez era oriundo de San Pedro del Paraná, departamento de Itapúa, 
hijo de Manuel Reinerio Balbuena y Juliana Quiñónez de Balbuena. Tenía 34 años cuando fue 
víctima de una ejecución arbitraria. Vivía con su familia, ambos padres y sus hermanos Víctor 
y Calixto en la colonia 7 de agosto, distrito de Carlos Antonio López, departamento de Itapúa, 
en un lote de tierra de 6 hectáreas en proceso de adjudicación por el Instituto de Bienestar 
Rural (IBR) en el contexto de la reforma agraria. Además, Esteban Balbuena tenía una pareja 
sentimental, con quien tenía dos hijos, quienes vivían en El Dorado, provincia de Misiones, 
Argentina. Trabajaba exclusivamente en la agricultura. Había estudiado hasta el 6° grado de la 
escuela primaria y hablaba el guaraní y el español1114.

Esteban Balbuena había tenido una larga y muy activa carrera como dirigente social, iniciándose 
en 1983 como dirigente en grupos juveniles de Itapúa. En 1986 se unió a la Coordinación 
Regional de Agricultores de Itapúa (CRAI), vinculado en primer lugar a una comisión vecinal de 
sin tierras de la colonia 7 de agosto que inició en 1989 los trámites para obtener la expropiación 
de unas tierras reivindicadas para la reforma agraria, ubicadas en el distrito de Carlos Antonio 
López, que pertenecían a Joaquín Suttor, que poseía unas 5.000 hectáreas de tierra en el 
lugar, de las cuales los campesinos reivindicaban unas 2.500 hectáreas. A principios de 1989 
los campesinos ocuparon el inmueble, pero fueron violentamente desalojados. Volvieron a 
ingresar al predio, pero en junio de 1989 fuerzas policiales a cargo del ofi cial Rogelio Paredes 
realizaron otro desalojo violento, derrumbaron los ranchos y quemaron las plantaciones. Tras 
esto, hicieron acostar a los ocupantes en el suelo boca abajo y los patearon. En septiembre de 
1989 los campesinos desalojados seguían bajo carpa al costado del terreno del que habían sido 
desalojados, y denunciaban que la tierra estaba siendo arrendada a colonos extranjeros para 
aparentar una supuesta utilización racional del suelo.

En 1989 la Cámara de Senadores aprobó la expropiación de las tierras reclamadas, pero el 
proyecto de ley fue a parar a la Cámara de Diputados donde quedó estancado. Los campesinos 

1114 Testimonios N° 0118 y 0119.
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se instalaron en una acampada en la explanada de la Catedral de Asunción para forzar una 
pronta salida al confl icto. Sin embargo, en diciembre de 1989 la Cámara de Diputados rechazó 
el proyecto de ley, no obstante, los campesinos consiguieron al fi nal de una larga lucha, una 
fracción de aproximadamente 500 hectáreas que fueron cedidas por el propietario en junio 
de 1990 tras una negociación con el IBR, en las que se asentaron las 115 familias nucleadas 
en la comisión. La colonia 7 de agosto, en el distrito de Carlos Antonio López, fue habilitada 
ofi cialmente por el IBR en el 2000, comprendiendo un total de 77 lotes en una superfi cie de 416 
hectáreas (Resolución N° 474/2000).

A través de su liderazgo como presidente de la comisión vecinal, fue designado por sus compañeros 
como delegado a la asamblea de la CRAI, en donde siguió cimentando su liderazgo y ganando la 
confi anza de sus compañeros, quienes lo eligieron en 1991 como miembro de la junta directiva 
de la CRAI, desempeñado el cargo de coordinador general, y en 1993 fue electo presidente de la 
CRAI, cargo que lo estaba ejerciendo cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Asimismo, 
Esteban Balbuena estaba afi liado al Partido de los Trabajadores (PT), donde era miembro de su 
Comité Ejecutivo y por el que había sido candidato al cargo de gobernador del departamento de 
Itapúa en las elecciones de mayo de 19931115.

CIRCUNSTANCIAS DEL HECHO
Como consecuencia de su actividad social y política como dirigente campesino, Esteban Balbuena 
Quiñónez había recibido amenazas de muerte en numerosas ocasiones previas a su ejecución 
arbitraria. Las amenazas tenían directa relación con las numerosas ocupaciones de tierra que se 
planifi caban, realizaban y apoyaban desde la CRAI en el departamento de Itapúa en esos años. 
En una ocasión, durante una manifestación realizada en 1993 en las plazas del frente al Poder 
Legislativo en Asunción, convocadas por las centrales obreras y las organizaciones campesinas 
para presionar por la aprobación del Código Laboral, un latifundista de la zona de nombre Julio 
Afara, quien participaba de la contramanifestación convocada por los gremios patronales dio un 
puntapié a Esteban Balbuena y lo amenazó diciéndole que “ya se arreglarían en Itapúa”. 

Asimismo, el 5 de marzo de 1994, Admindo Galeano Méndez, activista del partido Colorado de San 
Pedro del Paraná, miembro de la Junta de Gobierno de la Asociación Nacional Republicana (ANR) 
donde fungía de secretario de Asuntos Campesinos, y miembro del Consejo de Administración 
del IBR, había convocado a una reunión con comisiones vecinales de sin tierra de Itapúa, en el 
local de la seccional colorada de Edelira 21, para discutir diversos temas relacionados con los 
expedientes. En la reunión también estaba presente su hermano, Edmundo Galeano Méndez, 
presidente de la seccional colorada de San Pedro del Paraná. En un momento dado, en medio 
de su discurso, Admindo Galeano Méndez dijo en tono amenazante contra los dirigentes que 
creaban problemas se tomarían medidas y que tenían contados sus días de vida1116.
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1115 Testimonios N° 0118 y 0119. Informativo Campesino N° 9/1989, 12/1990, 14/1989, 20/1990 y 21/1990. Entrevista a Teófi lo Cubas en 
Informativo Campesino N° 65/1994.

1116 Testimonios N° 0118 y 0119. Informativo Campesino N° 65/1990, 66/1990. Entrevista a Teófi lo Cubas en Informativo Campesino N° 
65/1994. Denuncia de María Isabel Valdez de Rotela; testifi cales de Manuel Reinerio Balbuena, Juliana Quiñónez de Balbuena, Víctor 
Balbuena Quiñónez, María Isabel Valdez de Larroza e Ilse Augusta Naeguele; declaración indagatoria de Demetrio Vigo González; 
Informe S.B. N° 313 de 13 de mayo de 1994 de la Sección Criminalística del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía 
Nacional; Informes S.B. N° 48/94, 49/94 y 50/94 de 17 de mayo de 1994 de la Sección Balística del Departamento de Investigación 
de Delitos de la Policía Nacional; Informe I.C. N° 281/94 de 9 de mayo de 1994 de la Sección Criminalística del Departamento de 
Investigación de Delitos de la Policía Nacional; escrito de ampliación de querella (expediente “Elena Cubas y otros s/ supuesto delito 
de homicidio en Carlos Antonio López”, Año 1994, N° 154 (87), folio 22 (173 vlto.), ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal 
del Primer Turno de Encarnación, a cargo de Agustín Lovera Cañete, fs. 77-78, 89-90, 91-92, 93-95, 96-97, 108-110, 123-131, 132-138, 
139-145, 146-152, 153-158, 212-215 y 271-274).



547

A raíz de estas últimas amenazas, la CRAI había realizado numerosas denuncias a través de la 
prensa y a las Comisiones de Derechos Humanos de las Cámaras del Poder Legislativo. Asimismo, 
habían presentado denuncia ante la Comisión Bicameral de Investigación (CBI) del Parlamento. 
Para el lunes 20 de abril de 1994, Esteban Balbuena Quiñónez debía comparecer ante la CBI 
para declarar sobre las amenazas de muerte proferidas por Admindo Galeano Méndez1117.

En los primeros días de abril, Esteban Balbuena había ido a Chile para cumplir con una comisión 
que le hiciera la CRAI. El trabajo consistía en ir a comprar una camioneta para la organización 
con fondos proveídos por un proyecto de cooperación fi nanciado por la Cruz Roja Suiza. Una 
vez realizada la compra, Esteban Balbuena regresó al Paraguay, y el vehículo lo traería una 
transportadora contratada para el efecto. El 11 de abril, Esteban Balbuena viajó a Asunción a 
realizar las gestiones para la importación y legalización del vehículo adquirido. Regresó para el 
fi n de semana siguiente, pero antes pasó a la Argentina por Posadas, y se dirigió a Puerto Rico, 
provincia de Misiones, donde vivía su pareja que estaba embarazada y cerca de dar a luz1118.

El domingo 19 de abril de 1994, en horas de la mañana, Esteban Balbuena regresó a territorio 
paraguayo cruzando en balsa por el río Paraná e ingresando por el puerto de Mayor Otaño. En 
el puerto tomó un taxi en compañía de Elena Cubas, ciudadana argentina, pariente de vecinos 
de Balbuena y conocida suya, y se dirigieron al pueblo de Otaño. Ambos fueron a una posada 
donde desayunaron y permanecieron alrededor de una hora, al cabo de la cual Esteban Balbuena 
se ausentó para retirar su vehículo propio, una camioneta marca Isuzu KB color granate chapa 
N° G-52490 del municipio de Natalio, que estaba siendo reparado en un taller mecánico del 
pueblo. Una vez con la camioneta, Esteban Balbuena volvió a buscar a Elena Cubas, la dejó en 
el cruce del camino al puerto de Otaño, y se dirigió ya sólo a su casa en la colonia 7 de agosto 
en Carlos Antonio López.

Aproximadamente a las 13:45 horas de ese día, Esteban Balbuena venía desplazándose por el 
camino que comunica Carlos Antonio López con la colonia 7 de agosto, cuando dobló en la 
bocacalle de un cruce de caminos y se encontró con una vecina suya de nombre María Isabel 
Valdez de Larroza, por lo que detuvo la marcha y paró a saludarla y a intercambiar algunas 
palabras. La señora Valdez de Larroza venía de la casa de otra vecina y comadre suya de nombre 
Ilse Augusta Naeguele, donde había estado toda la mañana lavando ropa en su lavarropas 
eléctrico. Asimismo, en compañía de la señora Valdez de Larroza estaba sus hijos Rodolfo y 
Gladys. No obstante, Gladys estaba regresando corriendo por el camino porque había olvidado 
sus zapatillas1119.

Tras el breve intercambio de saludos, cada uno continuó viaje, pero Esteban Balbuena volvió a 
detenerse al cabo de unos 15 metros, porque otro vecino, de nombre Demetrio Vigo González, 
que venía caminando le hizo una señal para que parase. Esteban Balbuena se detuvo, pero 
Demetrio Vigo desenfundó un arma y gritándole “nde añarakópeguare!”1120, realizó tres disparos 
a quemarropa contra la víctima1121.

Tras el atentado, Esteban Balbuena falleció instantáneamente y su vehículo se desvió a un costado 
del camino, donde quedó tumbado en la cuneta con el motor en marcha. Luego, Demetrio Vigo 
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1117 Idem.
1118 Idem.
1119 Idem.
1120 Expresión injuriante en guaraní, de difícil equivalencia en español debido a la fuerte carga peyorativa, aunque pueda signifi car “hijo del 

demonio”.
1121 Idem.
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se dirigió a la señora María Isabel Valdez de Larroza, quien había presenciado el hecho junto a 
sus hijos, y le amenazó conminándole a que no contara nada o si no correría la misma suerte ella 
y cualquier persona de su familia, y que el asesinato se atribuiría posteriormente a un ajuste de 
cuentas por un problema que tuvo Calixto Balbuena, hermano de la víctima, con los hermanos 
Acosta López. Tras la amenaza, Vigo desapareció del lugar1122.

Para perpetrar la ejecución, Demetrio Vigo estuvo acompañado de otra persona, de sexo masculino y 
barba, que lo seguía de cerca, aunque no realizó disparo alguno ni portaba visiblemente un arma1123.

Demetrio Vigo (47 años) era un vecino que vivía en la colonia 7 de agosto, a unos 800 a 900 
metros de la casa de Esteban Balbuena. Liderada un grupo parapolicial que se denominaba 
Comisión de Seguridad Vecinal, del que era presidente. Asimismo, otros vecinos de la localidad 
como Aparicio Fretes, Benedicto Cubas (tío de Elena Cubas), Marino López, entre otras personas 
integraban este grupo. Demetrio Vigo se había adherido a la comisión luego que uno de sus 
hijos sufriera un asalto en el que le robaron una moto. Aunque nunca había tenido alguna 
desavenencia con Esteban Balbuena Quiñónez o cualquier otro integrante de la familia, la 
comisión de seguridad que presidía no integraba la comisión vecinal de la colonia ni formaba 
parte de la CRAI1124.

El día de la ejecución arbitraria, Demetrio Vigo había estado vigilando la llegada de la víctima 
desde la casa del señor Marino López, cuya casa era adyacente a la casa de la familia Balbuena 
Quiñónez. La investigación posterior evidenció que para el atentado se utilizó un revólver marca 
Doberman, calibre .32 largo, serie número 076455, de fabricación argentina, incautado en el 
allanamiento realizado en el domicilio de Ramón Duarte Brítez1125.

Fueron los propios vecinos y transeúntes que pasaron por el lugar quienes dieron aviso a los 
familiares de la víctima de lo sucedido, quienes al enterarse se trasladaron rápidamente al lugar 
del hecho donde ya estaban policías y el secretario del Juzgado de Paz de Carlos Antonio López 
realizando las diligencias sumarias de la investigación1126.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
Se tiene constancia fehaciente que una causa criminal fue abierta en averiguación de los hechos. 
Asimismo, se tiene constancia documental que los padres de la víctima presentaron el 16 de 
junio 1994 una formal querella criminal en contra de Demetrio Vigo González y Elena Cubas por 
los cargos de homicidio califi cado con premeditación y alevosía y asociación ilícita para delinquir 
en perjuicio de Esteban Balbuena1127.

Se tiene conocimiento que en dicha causa, el Juzgado de Primera Instancia halló culpable del 
homicidio de la víctima a Demetrio Vigo González, condenándolo como único autor del hecho a 
la pena privativa de libertad de 20 años el 17 de noviembre de 19951128.
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1122 Idem.
1123 Idem.
1124 Idem.
1125 Idem.
1126 Idem.
1127 La causa “Elena Cubas, Fabián Martínez Escurra, Ramón Duarte Brítez y Demetrio Vigo s/ supuesto delito de homicidio en Carlos 

Antonio López”, Año 1994, N° 154 (87), folio 22 (173 vlto.), ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno de 
Encarnación, a cargo de Agustín Lovera Cañete.

1128 SD N° 78 de 17 de noviembre de 1995 (expediente “Elena Cubas y otros s/ supuesto delito de homicidio en Carlos Antonio López”, Año 
1994, N° 154 (87), folio 22 (173 vlto.), ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno de Encarnación, a cargo de 
Agustín Lovera Cañete).
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En septiembre de 1996, el Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción de Itapúa, entendiendo 
en un recurso de apelación promovido por la defensa de Vigo, resolvió cambiar la califi cación 
del delito, de homicidio califi cado a homicidio simple, y en consecuencia redujo la condena de 
de 20 a 9 años. Demetrio Vigo recuperó su libertad, tras cumplir 6 años de condena, en junio 
de 2000, por vía de la libertad condicional luego de haber cumplido las tres cuartas partes de su 
condena de 9 años y haber demostrado buena conducta1129.

Sin embargo, el expediente del caso fue perdido, o habría sido sustraído y/o destruido 
intencionalmente. No existen rastros del mismo en el Juzgado de Ejecución de Encarnación, 
donde se tuvo que derivar y que resolvió la libertad condicional del condenado. Tampoco fue 
hallado en el archivo del Poder Judicial en Encarnación, por lo que se presume que el terminus 
a quem de su desaparición fue el año 2000. Sólo se conservan fotocopias de algunas partes 
iniciales del sumario.

REPARACIONES
Esteban Balbuena Quiñónez fue enterrado en el cementerio de Carlos Antonio López, 
departamento de Itapúa, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los gastos emergentes 
de su ejecución arbitraria, incluidos los gastos funerarios y judiciales, fueron cubiertos por sus 
familiares y por compañeros y compañeras de la CRAI.

Los familiares de Esteban Balbuena Quiñónez no recibieron indemnización alguna en los términos 
del derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco 
recibieron disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su 
ejecución arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas1130.

CONCLUSIONES
1. Tras el examen de los elementos de prueba reunidos en este informe, la CODEHUPY tiene la 

convicción de que Esteban León Balbuena Quiñónez fue víctima de una ejecución arbitraria 
planifi cada y ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y como 
consecuencia de su militancia política en una organización campesina.

 Los testimonios recolectados por la CODEHUPY y algunos elementos de convicción recogidos 
por los organismos jurisdiccionales del Estado, llevan a concluir que Demetrio Vigo González 
es el autor material de la ejecución arbitraria de la Balbuena Quiñónez, tal como se determinó 
a nivel judicial. No obstante, la CODEHUPY no cree que el condenado por el hecho haya sido 
el único autor y que no haya estado concertado con otras personas para la ejecución de la 
víctima.

 La CODEHUPY carece de elementos de convicción para denunciar a los autores morales, 
aquellas personas que encargaron y se benefi ciaron de la ejecución arbitraria de la víctima, 
quienes podrían ser los terratenientes con quienes la organización campesina en la que 
militaba Esteban Balbuena Quiñónez mantenía litigios de tierras. Esta obligación subsiste y le 
corresponde al Ministerio Público ya que nunca fue esclarecida. Esta notoria e injustifi cable 
omisión de la investigación ofi cial derivada en la ausencia de una debida diligencia en la 

DEPARTAMENTO DE ITAPUÁ  /   /   / ESTEBAN LEÓN BALBUENA QUIÑÓNEZ

1129 Informativo Campesino N° 96/1996 y 141/2000.
1130 Testimonios N° 0118 y 0119.
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formulación de líneas de investigación y en la consecuente producción de pruebas, llevan 
a la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por 
la impunidad en que quedaron los autores morales de la ejecución de Esteban Balbuena 
Quiñónez.

2. La CODEHUPY expresa su preocupación por esa forma radical y extrema de impunidad y 
negación del derecho a la verdad que constituye la destrucción del expediente judicial que se 
abrió para la investigación del hecho. La pérdida de un expediente bajo segura custodia de 
funcionarios designados para ello, por desidia o negligencia, o bien su destrucción deliberada 
mediante la aceptación de un soborno por parte de quien se benefi cia de ello, impide el 
derecho de las víctimas a ejercer los recursos judiciales y ante los sistemas de protección 
internacional, obstruye el reconocimiento de la verdad completa de lo sucedido, borra el 
registro estatal de la violación imprescindible para la preservación completa de la memoria 
y trae como consecuencia la impunidad de los victimarios y de las autoridades judiciales 
venales que contribuyeron a dejar sin castigo el crimen.

 Estas omisiones en el deber de investigar, preservar la prueba y sancionar, llevan a la 
CODEHUPY a sostener que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
falta de una investigación adecuada y una sanción correspondiente a los autores intelectuales 
del hecho, circunstancia que es obstaculizada por la desaparición del sumario.

3. La CODEHUPY tiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Esteban Balbuena Quiñónez, la que debería incluir por lo menos medidas 
de satisfacción y una indemnización compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de impunidad y la falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY 
a concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución 
arbitraria de Esteban Balbuena Quiñónez, de acuerdo a los presupuestos de imputabilidad 
en el derecho internacional de los derechos humanos. Dicha ejecución fue perpetrada por 
sicarios armados y sostenidos por latifundistas que se amparan en la ausencia de medidas 
ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar dichas ejecuciones. La falta de 
diligencia debida para esclarecer la responsabilidad individual en la jurisdicción nacional 
y proteger a las víctimas, como fue constatado parcialmente en el presente caso, otorga un 
apreciable nivel aquiescencia a dichos grupos y es insufi ciente para impedir que los hechos 
vuelvan a repetirse.
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GERMÁN AYALA
† 3 de agosto de 1994

Germán Ayala nació en el distrito de Jesús y Trinidad, departamento de Itapúa. Tenía 30 años 
cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Germán Ayala trabajaba exclusivamente como 
agricultor, aunque carecía de tierra propia, cultivando la tierra de su padre en Edelira 28, donde 
vivía con su esposa Dominga González, con quien tuvo 4 hijos. En la época en la que fue víctima 
de una ejecución arbitraria, vivía en el asentamiento Arroyo Claro, 1ª línea, distrito de Itapúa 
Poty, departamento de Itapúa, en una tierra ocupada donde habían edifi cado un rancho rústico. 
Germán Ayala había estudiado hasta el 3° grado de la escuela primaria, y hablaba solamente 
en guaraní1131.

En busca de un lote de tierra propia, como agricultor benefi ciario de la reforma agraria, Germán 
Ayala se unió a una comisión vecinal de sin tierras de Arroyo Claro que ocupó e inició los trámites 
administrativos para obtener la compra directa de un inmueble al propietario por parte del 
Instituto de Bienestar Rural (IBR) para su posterior loteamiento. Dicha comisión estuvo apoyada 
por la Coordinación Regional de Agricultores de Itapúa (CRAI). En esa comisión, Germán Ayala 
llegó a ser un activo dirigente de base y asociado, y en la época en que fue víctima de una 
ejecución arbitraria ejercía la presidencia de la comisión1132.

En el contexto de dicho confl icto, Germán Ayala fue detenido el 27 de octubre de 1993 por 
efectivos de la Policía Nacional que irrumpieron en su domicilio, actuando sin orden judicial 
y causando destrozos. Los agentes policiales habían actuado a instigación de Augusto Jacquet, 
presidente de la seccional local de la Asociación Nacional Republicana – Partido Colorado (ANR). 
El confl icto subyacente, de acuerdo a la denuncia que realizó ante la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Diputados la organización campesina era la distribución de lotes1133.

El propietario de la tierra ocupada aceptó su venta al IBR, y el asentamiento fue habilitado 
legalmente en 1996, y comprende 169 lotes sobre una superfi cie de 1.679 hectáreas (Resolución 
P N° 266 de 25 de marzo de 1996).

1131 Testimonios N° 0114 y 0115.
1132 Idem.
1133 Testimonios N° 0114 y 0115. Informativo Campesino N° 61/1993 y 62/1993.
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CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
En consecuencia de su actividad social y política como dirigente de base de una organización 
campesina que ocupaba un inmueble de un propietario privado negociando su venta al IBR y su 
loteamiento en el marco de la reforma agraria, Germán Ayala así como los demás compañeros y 
compañeras de la organización se encontraban en una situación de riesgo por el enfrentamiento 
que el confl icto generaba con el propietario de las tierras ocupadas. De acuerdo a la información 
testimonial recolectada, la comisión vecinal se encontraba infi ltrada por personas que respondían 
al propietario directamente y a otros actores externos a la organización, que se encontraban 
especulando con la posibilidad de negociar con los lotes que se adjudicasen en caso de lograrse 
la compra del inmueble por parte del IBR1134.

El miércoles 3 de agosto de 1994, Germán Ayala había participado de una reunión de base de la 
organización en una casa vecina en el asentamiento de Arroyo Claro. Al término de la reunión, en 
horas de la tarde, los campesinos se quedaron a jugar volley, y festejaron el cumpleavolley, y festejaron el cumpleavolley ños de uno 
de los compañeros. Aproximadamente a las 21:00 horas, Germán Ayala regresó a su domicilio 
caminando solo.

Pocos metros antes de llegar a su casa, se encontró con un grupo de personas que estaban 
emboscadas, quienes lo atacaron y asesinaron de 9 puñaladas.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
Se tiene constancia fehaciente que una causa criminal fue abierta en averiguación de los 
hechos1135. Se tiene constancia que los familiares formularon una denuncia en contra de Patricio 
González y Ramón Viveros, en calidad de autores materiales de la ejecución arbitraria de Germán 
Ayala, y que además fue decretado el procesamiento de Augusto Jacquet, en calidad de autor 
moral, y de Enrique Servín Balbuena, Felipe Jacquet Vera y Eusebio Mendieta Ozuna.

Sin embargo, ese expediente fue perdido o sustraído y/o destruido intencionalmente. Si bien al 
parecer pasó por el sistema de depuración de causas penales, no fue hallado en el archivo del 
Poder Judicial en Encarnación.

REPARACIONES
Germán Ayala fue enterrado en el cementerio de San Buenaventura, distrito de Itapúa Poty, 
departamento de Itapúa, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los gastos emergentes 
de su ejecución arbitraria, fueron cubiertos por sus familiares y por compañeros y compañeras 
de la organización.

Si bien la familia de Germán Ayala obtuvo 10 hectáreas de tierra en la colonia que se conquistó 
gracias a la lucha encabezada por la comisión que presidía la víctima, no recibieron indemnización 
alguna en los términos del derecho internacional de los derechos humanos como medida de 
reparación. Tampoco recibieron disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las 
circunstancias de su ejecución arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas1136.

1134 Testimonios N° 0114 y 0115. Informativo Campesino N° 71/1994.
1135 La causa “Patricio González y otros s/ homicidio”, Año 1994, N° 597, ante el Juzgado de Liquidación y Sentencia N° 1, secretaría de 

Rafael Galeano. Código de Archivo BC11.
1136 Testimonios N° 0114 y 0115.
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CONCLUSIONES
1. A partir del examen de los elementos de prueba reunidos en este informe, la CODEHUPY 

tiene la convicción de que Germán Ayala fue víctima de una ejecución arbitraria planifi cada 
y ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y como consecuencia de 
su militancia política en una organización campesina.

 A pesar de los testimonios y pruebas recolectadas, la CODEHUPY no está en condiciones de 
formarse una convicción respecto de la autoría moral y material de la ejecución arbitraria 
de Germán Ayala, obligación que correspondía al Ministerio Público y al Poder Judicial en la 
época en que acaecieron los hechos.

2. La CODEHUPY expresa su preocupación por esa forma radical y extrema de impunidad y 
negación del derecho a la verdad que constituye la destrucción del expediente judicial que se 
abrió para la investigación de los hechos. La pérdida de un expediente bajo segura custodia de 
funcionarios designados para ello, por desidia o negligencia, o bien su destrucción deliberada 
mediante la aceptación de un soborno por parte de quien se benefi cia de ello, impide el 
derecho de las víctimas a ejercer los recursos judiciales y ante los sistemas de protección, 
obstruye el reconocimiento de la verdad completa de lo sucedido, borra el registro estatal 
de la violación imprescindible para la preservación completa de la memoria y trae como 
consecuencia la impunidad de los victimarios y de las autoridades judiciales venales que 
contribuyeron a dejar sin castigo el crimen.

  Estas omisiones en el deber de investigar, preservar la prueba y sancionar, llevan a la 
CODEHUPY a sostener que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
falta de una investigación adecuada y una sanción correspondiente a los autores del hecho.

3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Germán Ayala, la que debería incluir por lo menos medidas de satisfacción 
y una indemnización compensatoria adecuada que mitigue los efectos económicos que se 
abatieron sobre su familia tras su muerte.

4. Estas circunstancias de falta de medidas adecuadas para prevenir, la impunidad y la falta 
de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo es 
responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de Germán Ayala, de acuerdo 
a los presupuestos de imputabilidad en el derecho internacional de los derechos humanos. 
Dicha ejecución fue perpetrada parapoliciales armados y sostenidos por latifundistas que se 
amparan en la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar 
dichas ejecuciones. La falta de diligencia debida para esclarecer la responsabilidad individual 
en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, como fue constatado en el presente caso, 
otorga un apreciable nivel de  aquiescencia a dichos grupos.
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Isidro Gómez Benítez (CI N° 850.332) nació el 1° de mayo de 1950 en Coronel Bogado, 
departamento de Itapúa. Tenía 45 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Se había 
casado con María Isabel Cardozo Medina el 23 de febrero de 1993, su pareja con quien ya 
convivía hacía más de 20 años, y con quien tuvo 10 hijos: Isabelino (nacido el 18 de junio de 
1976), Mercedes (nacida el 28 de enero de 1979), Cristina (nacida el 14 de junio de 1980), 
Bernarda (nacida el 11 de junio de 1981), Rigoberto (nacido el 11 de noviembre de 1982), 
Paulina (22 de julio de 1984), Evaristo (nacido el 27 de octubre de 1985), Elizabeth, Alejando 
(nacido el 4 de mayo de 1990) y Carlos (nacido el 9 de mayo de 1992). Toda la familia vivía en 
un fundo rural de 50 hectáreas en la compañía San Miguel del Norte, distrito de Mayor Otaño, 
departamento de Itapúa, donde tenía su vivienda. Esa tierra pertenecía al Instituto de Bienestar 
Rural (IBR), le había sido adjudicada pero aún carecía de título y no se había empezado aún 
a pagarla. Isidro Gómez Benítez se dedicaba plenamente a la agricultura, y era un próspero 
productor agrícola, quien además de las 50 hectáreas en San Miguel del Norte, tenía unas 
60 hectáreas en Edelira 40 con título a su nombre, que también estaban mecanizadas y eran 
explotadas productivamente Además, la familia poseía un almacén. La familia se había mudado 
a San Miguel del Norte un año antes de la ejecución de la víctima. Isidro Gómez Benítez había 
estudiado hasta el 3° curso de la enseñanza secundaria, y además sabía fabricar y manejar 
trilladoras. Hablaba el guaraní y el español1137.

Isidro Gómez Benítez se hizo simpatizante y colaborador de la Coordinadora Regional de 
Agricultores de Itapúa (CRAI), profundamente sensibilizado por los padecimientos de los 
campesinos ocupantes del asentamiento San Miguel del Norte, vecinos suyos ubicados a unos 
1.000 metros de su casa, cuya comisión vecinal contaba con el asesoramiento y apoyo de la 
CRAI. 

San Miguel del Norte fue una ocupación impulsada desde 1991 por unas 11 familias campesinas 
sin tierra sobre una fracción de tierra no explotada y boscosa de unas 86 hectáreas, fi nca N° 
7.161 ubicadas en el distrito de Mayor Otaño, en el departamento de Itapúa, en el límite con 

ISIDRO GÓMEZ BENÍTEZ
☼ 1 de mayo de 1950

† 17 de diciembre de 1995

1137 Testimonios Nº 0006, 0010 y 0011. Cédula de Identidad y Certifi cado de defunción de Isidro Gómez Benítez, Certifi cado de Matrimonio 
Isidro Gómez Benítez y María Isabel Cardozo Medina.
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el departamento de Alto Paraná. En un principio, contaron con el apoyo de la Asociación de 
Agricultores del Alto Paraná (ASAGRAPA), quienes derivaron el caso a sus compañeros de CRAI 
por la ubicación del asentamiento. CRAI asesoró a los ocupantes en los trámites administrativos 
ante el IBR para determinar la situación dominial de la tierra e iniciar el proceso para conseguir 
su adjudicación. La fracción ocupada se encontraba muy alejada de los centros poblados, 
encajonada entre grandes haciendas cuyos propietarios eran ciudadanos paraguayos de origen 
alemán y ciudadanos brasileros, no tenía caminos de fácil acceso y no había transporte público 
que llegara a la zona.

Cuando Isidro Gómez Benítez se mudó a la zona en 1994, empezó a ayudar a los ocupantes 
en casos de emergencia y enfermedades, ayudándoles a salir con su vehículo propio hasta el 
pueblo de Otaño, porque era el único poblador en la zona que contaba con un medio propio. 
Con el tiempo, los lazos de confi anza y solidaridad empezaron afi anzarse, y Gómez Benítez 
también empezó a colaborar con los ocupantes en las gestiones que realizaban ante el IBR para la 
adjudicación de las tierras. La CRAI colaboraba con él aportando el combustible para el vehículo, 
y entre los ocupantes hacían minga para reemplazar a Isidro Gómez en sus labores agrícolas minga para reemplazar a Isidro Gómez en sus labores agrícolas minga
cuando se ausentaba para colaborar con las gestiones. Asimismo, los ocupantes conseguían 
trabajos temporales en su tierra, y de ese modo podían sostenerse en las precarias condiciones 
en las que vivían en la ocupación. 

En octubre de 1994 apareció un matrimonio brasilero de productores sojeros, Aldo Bortolini y María 
Teresinha de Souza Bortolini, a exigir la desocupación del inmueble invocando un título de propiedad 
sobre las tierras, compradas en abril de 1994 de Eustaquio Ruiz, campesino morador del lugar. Aldo 
Bortolini era además en la época miembro de la Junta Municipal de Naranjal, donde residía. Los 
campesinos intentaron negociar con los supuestos propietarios, pero estos no estaban dispuestos a 
ceder nada y empezaron a amenazarles y presionarles de diversas maneras. Así, en 1995 los Bortolini 
promovieron una querella criminal en contra de los ocupantes en la causa “Francisco Álvarez y otros 
ceder nada y empezaron a amenazarles y presionarles de diversas maneras. Así, en 1995 los Bortolini 
promovieron una querella criminal en contra de los ocupantes en la causa “Francisco Álvarez y otros 
ceder nada y empezaron a amenazarles y presionarles de diversas maneras. Así, en 1995 los Bortolini 

s/ Atropello de Propiedad Privada, Daño Intencional y Asociación Ilícita para Delinquir”, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Tercer Turno de Encarnación, causa en la que fue 
ordenada y ejecutada la detención de Gregorio Benítez y Paulo Molinas. Asimismo, los Bortolini 
iniciaron el juicio de mensura judicial del inmueble, y el 15 de noviembre de 1995 iniciaron los 
trabajos de mensura en el terreno, ingresando al inmueble con cuatro topadoras con las que fueron 
echando el bosque y acorralando a los campesinos ocupantes, apoyados por efectivos policiales al 
mando del comisario Jorge Virgilio Oliveira y guardias parapoliciales. El 24 de noviembre de 1995 
los campesinos hicieron una protesta para evitar que las topadoras sigan avanzando, y lograron así 
parar los trabajos momentáneamente. En esa oportunidad, la Policía Nacional detuvo a Francisco 
Álvarez, quien contaba con una orden de captura
parar los trabajos momentáneamente. En esa oportunidad, la Policía Nacional detuvo a Francisco 
Álvarez, quien contaba con una orden de captura
parar los trabajos momentáneamente. En esa oportunidad, la Policía Nacional detuvo a Francisco 

.

No obstante, los Bortolini iniciaron otra querella criminal en la causa “Isidro Gómez, Carlos 
y/o Víctor Balbuena, Antonio Esteche, Isidro González y Victoriano Molinas s/ Usurpación de 
Propiedad Privada, Daño Intencional, Amenaza de Muerte y Asociación Ilícita para Delinquir”, 
ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno de Encarnación. Asimismo, 
los campesinos, con el asesoramiento legal de la CRAI, iniciaron una querella criminal en la 
causa “Jorge Virgilio Oliveira, Teodoro Ignacio Cabrera, Alfredo Duarte, Aldo Bortolini y otros s/ 
Homicidio frustrado, Amenaza de Muerte, Atropello de Domicilio y otros”, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno de Encarnación.

Los Bortolini consideraron a Isidro Gómez Benítez como el principal sostén económico y dirigente 
de los ocupantes1138.

Esta ocupación fue abandonada paulatinamente en 1996.

CAPÍTULO VII  PARTE II

1138 Testimonios Nº 0006, 0010 y 0011. Informativo Campesino N° 87/1995. Testifi cales de Isabel Cardozo viuda de Gómez y Antonio 
Esteche Carmona; escrito de querella; escrito de la defensa (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y 
Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo 
Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 71-72, 81-83, 106-111 y 121-127).
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CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
El viernes 8 de diciembre de 1995, nuevamente las cuatro topadoras ingresaron al predio en 
litigio donde se encontraban asentados los campesinos, y reanudaron los trabajos de desmonte. 
Los campesinos se agruparon en la casa de la señora Daniela Molinas, vecina del lugar, frente al 
asentamiento, desde donde hicieron una protesta. El personal de las topadoras estaba protegido 
por elementos civiles armados y además por efectivos de la Policía Nacional que custodiaban 
cada topadora. En esa oportunidad, el comisario Jorge Virgilio Oliveira, jefe de la comisaría del 
cruce Kímex, quien comandaba a los agentes policiales en el lugar, aplicó varias bofetadas a los 
campesinos cuando estos intentaron dialogar. Luego de este incidente, las máquinas continuaron 
trabajando en el lugar sin oposición de los campesinos1139.

El 12 y 13 de diciembre de 1995 los campesinos mantuvieron una asamblea, tras la cual 
decidieron ingresar nuevamente y solicitar a Aldo Bortolini, quien se encontraba dirigiendo los 
trabajos, una negociación. El pedido de los campesinos fue infructuoso, porque los 3 guardias 
civiles y 4 topadoristas de Bortolini exhibieron sus armas a los campesinos cuando éstos se 
aproximaban, por lo que volvieron a abandonar nuevamente el predio. Tras este incidente, 
Bortolini y sus hombres también desaparecieron del lugar, dejando las topadoras en un bosque 
en el predio aledaño del señor Eustaquio Ruiz, vecino del lugar y capataz de Bortolini, cuya 
propiedad estaban utilizando para acampar1140.

El sábado 16 de diciembre de 1995 Aldo Bortolini volvió con su personal en tres vehículos. 
Más de 10 personas se trasladaban en auto VW Paratí blanco, propiedad de Bortolini, un Pasat 
amarillo, una camioneta pick up granate y un automóvil VW Gol blanco. Aproximadamente 
a las 21:00 horas arrancaron nuevamente las topadoras y con ellas destruyeron el camino de 
acceso a San Miguel del Norte en dos partes, abriendo una zanja de un metro de profundidad 
aproximadamente y amontonando la tierra en taludes al costado del camino. Luego, volvieron a 
introducir las topadoras en el terreno y continuaron desmontando el lugar, con lo que lograron 
dejar incomunicada a la zona. Aproximadamente a las 05:00 horas de la mañana del domingo 
17 de diciembre, dos guardias parapoliciales de Bortolini se acercaron hasta el rancho precario 
de Francisco Insfrán, uno de los campesinos ocupantes, al que derramaron gasoil y prendieron 
fuego. Los ocupantes del rancho con ayuda de sus vecinos lograron apagar el fuego, no obstante 
la casa quedó quemada en parte1141.

Aproximadamente a las 07:30 horas, Isidro Gómez Benítez decidió salir de su casa para ir a 
comprar gasoil, que ya no tenía. Abordó su vehículo VW Gol, chapa N° G-52071 del municipio 
de Edelira, en compañía de Luis Carlos Ibáñez Dos Santos, otro campesino ocupante de 31 años 
de edad, que lo acompañaría en la faena. Ya le habían advertido que los caminos habían sido 
destruidos, pero igual intentaría encontrar una vía de salida1142.

Isidro Gómez y su acompañante se dirigieron en el vehículo por el camino de salida de San 
Miguel del Norte, y luego de una curva, en el lugar donde terminaba la colonia y también 
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1139 Testimonios Nº 0006, 0010 y 0011. Informativo Campesino N° 87/1995. Parte policial Nota N° 25/96 de 15 de enero de 1996 del 
subcomisario DEJAP José Enrique Delgadillo, jefe del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía Nacional del departamento 
de Itapúa; declaración informativa en sede policial de Luis Carlos Ibáñez Dos Santos; testifi cales de Isabel Cardozo viuda de Gómez, 
Antonio Esteche Carmona, Lucas Torres Delvalle, Roque Martínez Guerrero, Mario Pérez Molinas, Francisco Gabriel Insfrán, Gregorio 
Benítez Acosta y Dionisio Dejesús Cuevas; acta de inspección y croquis; escrito de querella; escrito de la defensa (expediente “Aldo 
José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 4-7, 17-20, 71-72, 
81-83, 84-85, 86, 87, 88, 91, 92-93, 106-111 y 121-127).

1140 Idem.
1141 Idem.
1142 Idem.
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la fi nca de Bortolini, se encontró con la profunda zanja en el camino que le impidió el paso. 
Decidió entonces realizar una maniobra para retornar por el mismo camino y buscar salida por 
otro camino que pasaba por una propiedad colindante, cuando de un costado del camino, 
donde había una arboleda de guavira, salieron unos 6 hombres, guardias parapoliciales, que se guavira, salieron unos 6 hombres, guardias parapoliciales, que se guavira
encontraban emboscados en el sitio y le cerraron el paso. Todos iban armados, y uno de ellos 
portaba una escopeta con la que apuntaba directamente al vehículo.

Luis Carlos Ibáñez fue el primero en advertir la emboscada, porque Isidro Gómez Benítez 
estaba distraído realizando la maniobra con el vehículo. Intentó advertirle del ataque, pero ya 
el primer disparo de la escopeta impactó directamente en el parabrisas, acertando a ambos. 
A continuación y sin pausa, el resto de los sicarios acribilló el vehículo de Gómez Benítez, 
realizando aproximadamente unos 20 a 30 disparos. Después, los parapoliciales abandonaron 
rápidamente del lugar, atravesando un bosque, abordaron los vehículos en que habían llegado 
y desaparecieron del lugar1143.

Tras el primer disparo, Luis Carlos Ibáñez se agachó y guareció en la parte baja del vehículo, 
gracias a lo cual, si bien fue alcanzado por los proyectiles, no fue herido de gravedad. Cuando 
acabaron los disparos, pudo observar que Isidro Gómez Benítez en cambio estaba gravemente 
herido, aunque seguía con vida. Cuando los parapoliciales abandonaron el sitio, decidió salir 
arrastrándose del vehículo y ganar un bosque aledaño al camino, en el que se internó y lo 
atravesó hasta llegar al domicilio de Isidro Gómez Benítez, donde dio aviso a la esposa de la 
víctima acerca de lo acontecido y pidió auxilio1144.

Luis Carlos Ibáñez tomó el tractor de la víctima y se dirigió con este de vuelta al lugar del atentado 
para trasladar a la víctima hasta algún centro asistencial. En tanto que la señora María Isabel 
Cardozo salió corriendo con un pequeño hijo en brazos, en medio de una gran desesperación. 
Cuando ambos llegaron al sitio, en el lugar ya se encontraba una gran cantidad de campesinos 
ocupantes que habían escuchado los disparos y había visto a Bortolini y sus guardias parapoliciales 
corriendo presurosamente en los alrededores y abandonando el lugar en sus vehículos1145.

Entre todos auxiliaron a la víctima, y la trasladaron con ayuda de otros vecinos hasta el centro 
de salud de Mayor Otaño, en donde fue atendido por su director, el doctor Ramón Galeano 
Armoa, quien le dio los primeros auxilios, y diagnosticó “herida con arma de fuego en el cráneo 
con orifi cio de entrada en la región temporal derecha sin orifi cio de salida (…) Estado comatoso 
sin refl ejo”. Fue derivado en una ambulancia esa misma mañana a El Dorado, Provincia de 
Misiones, Argentina, porque en Otaño no existían las instalaciones sanitarias sufi cientes para 
socorrerlo. En El Dorado, fue ingresado al Hospital Público de Autogestión SAMIC, en donde 
fue derivado al servicio de terapia intensiva, en donde falleció a las 18:00 horas. En dicho lugar 
se le diagnosticó al momento de su ingreso “coma profundo Glasgow 48. Dg. Herida en región 
temporo parietal derecha de 1 cm. de diámetro”. En tanto, Luis Carlos Ibáñez Dos Santos fue 
atendido en el Centro de Salud de Mayor Otaño, en donde recibió los primeros auxilios que 
fueron sufi cientes para sus heridas. En dicho lugar, se le extendió como diagnóstico “[h]erida de 
arma de fuego en el cráneo de 5 centímetros que interesa piel, tejido celular subcutáneo, en el 
rostro de la cara externa izquierda con perforación de la oreja del mismo”1146.

CAPÍTULOCAPÍTULOCAPÍTULO VII  VII  VII  PARTE IIPARTE IIPARTE II

1143 Idem.
1144 Idem.
1145 Idem.
1146 Diagnósticos médicos (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del 

Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de 
Guillermo Skanata, fs. 8-10).
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INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de este hecho se inició el 17 de diciembre de 1995 cuando fue recibida 
una denuncia telefónica del hecho en la comisaría N° 89 Tembey Km. 40 (Kímex). Ese día, 
personal de esa comisaría al mando del subcomisario DEJAP Juan Gil Ruiz Díaz, con apoyo de 
agentes de otras comisarías vecinas, se constituyeron en el lugar del hecho en donde constataron 
que los caminos de acceso habían sido destruidos, e hicieron las averiguaciones preliminares del 
hecho. También se hicieron presentes en el sitio el jefe de la Policía Departamental el comisario 
principal DAEP Teresio Meza Duarte y el jefe de la sección Investigación de Delitos y Control 
de Automotores, subcomisario DEJAP José Enrique Delgadillo, con personal de criminalística 
de la Policía Nacional, que realizaron una inspección del lugar de los hechos y realizaron 
tomas fotográfi cas. En prosecución de las investigaciones la Policía Nacional solicitó órdenes de 
allanamiento de las viviendas de Antonio Borges Da Silva y de un tal José apodado 08, y del 
establecimiento Petri de propiedad de Aldo Bortolini y María Teresinha De Souza de Bortolini, 
lugares de donde se incautó en calidad de evidencia un vehículo marca Fordo tipo Willi color 
granate y blanco, chapa N° J-225324 del municipio de Naranjal y algunos documentos1147.

La Policía Nacional notifi có la denuncia al Juzgado de Paz de Mayor Otaño, a cargo de Américo 
Cubas Chávez, el 22 de enero de 1996. Al día siguiente, el Juzgado decretó la instrucción del 
sumario en averiguación del hecho denunciado y dispuso la constitución del Juzgado en el lugar 
del hecho para la inspección ocular y el levantamiento de un croquis1148.

Durante la instrucción del sumario, el Juzgado de Paz realizó una inspección del lugar del hecho 
y un levantamiento del croquis, el 26 de enero de 19961149.

Asimismo, el Juzgado de Paz de ofi cio recibió las declaraciones de Pedro Antúnez Ocampo, Isabel 
Cardozo viuda de Gómez, Antonio Esteche Carmona, Lucas Torres Delvalle, Roque Martínez 
Guerrero, Mario Pérez Molinas, Francisco Gabriel Insfrán, Gregorio Benítez Acosta y Dionisio 
Dejesús Cuevas1150.

El 13 de febrero de 1996 el Juzgado de Paz resolvió ampliar el sumario e incluir en carácter de 
procesados a Aldo José Bortolini, Silvino Correa Borges, Gilmar Correa Borges, Aires de Oliveira, José 
Resner, José Correa Borges, Roque Correa Borges, Antonio Borges, un tal Lazarín y un tal Pernambuco. 
Asimismo, el Juzgado decretó la detención de los procesados y su reclusión en la Penitenciaría 
Regional de Encarnación, en libre comunicación y a disposición del Juzgado. Al día siguiente, el 
Juzgado de Paz resolvió remitir expediente del sumario instruido al Juzgado en lo Criminal de 1ª 
instancia de Encarnación. La causa fue asignada al 2° turno a cargo de Juan Casco Amarilla1151.
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1147 Parte policial Nota N° 25/96 de 15 de enero de 1996 del subcomisario DEJAP José Enrique Delgadillo, jefe del Departamento de 
Investigación de Delitos de la Policía Nacional del departamento de Itapúa y documentación anexa (expediente “Aldo José Bortolini y 
otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera 
Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 4-60).

1148 Resolución del 23 de enero de 1996 (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San 
Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, 
a cargo de Guillermo Skanata, fs. 61).

1149 Acta de constitución y croquis del lugar del hecho (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión 
Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno 
de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 65-67).

1150 Declaraciones testifi cales e informativas de Pedro Antúnez Ocampos, Isabel Cardozo viuda de Gómez, Antonio Esteche Carmona, 
Lucas Torres Delvalle, Roque Martínez Guerrero, Mario Pérez Molinas, Francisco Gabriel Insfrán, Gregorio Benítez Acosta y Dionisio 
Dejesús Cuevas (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 
1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo 
Skanata, fs. 62-64, 71-72, 81-83, 84-85, 86, 87, 88, 91 y 92-93).

1151 Resoluciones de 13 y 14 de febrero de 1996; providencia de 21 de febrero de 1996 (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. 
Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en 
lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 94, 96 y 97).
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El 23 de febrero de 1996 la viuda de la víctima presentó querella criminal en contra de los 
procesados, y también en contra de María Teresinha De Souza de Bortolini, por el delito de 
homicidio doloso. El 18 de junio de 1996 el Juzgado declaró la admisión de la querella en 
relación a los procesados, pero resolvió el rechazo de la misma en relación a María Teresinha De 
Souza de Bortolini, debido a la falta de méritos prima facie para involucrarla como procesada prima facie para involucrarla como procesada prima facie
en la causa1152.

El Juzgado reiteró orden de captura en contra de los procesados el 25 de marzo de 1996 y el 7 
de mayo de 19961153.

En una curiosa actuación en medio del proceso, el Juzgado de Paz de Mayor Otaño, a cargo 
de Américo Cubas Chávez, resolvió reabrir la causa ante su Juzgado a partir de un acta de 
manifestación de un grupo numeroso de 22 personas, quienes se presentaron ante su despacho a 
formular denuncia en contra de Magno Chamorro Orrego (abogado de la CRAI y asesor legal de 
la viuda de la víctima), Manuel Medina, Isidro González, Antonio Esteche Carmona, Victoriano 
Molinas, Eleuterio Anzuategui, Francisco Ramón Álvarez, Gregorio Benítez Acosta, Pablo Molinas, 
Sergio Caballero, Sergio Esteche, Lucas Torres Delvalle, Jorge Molinas, Francisco Gabriel Insfrán, 
Jorge Insfrán y Rubén Insfrán, acusándolos de ser los verdaderos autores del homicidio de Isidro 
Gómez Benítez. Entre los denunciados estaban cuatro de los testigos presenciales que ya habían 
declarado ante el Juzgado de Paz y el resto eran dirigentes y compañeros de la ocupación. En esa 
misma fecha, el Juzgado de Paz resolvió ampliar el sumario e incluir como procesados en la causa 
a todos los denunciados por el “grupo numeroso” y en consecuencia dictó una orden de captura 
y detención y la remisión de los detenidos a la Penitenciaría Regional de Encarnación1154.

La Policía Nacional rápidamente detuvo el 17 de mayo al abogado de la CRAI Magno Chamorro 
Orrego, y a los campesinos Pablo Molinas, Francisco Insfrán, Antonio Esteche y Lucas Torres, 
quienes pasaron a guardar reclusión en la Penitenciaría Regional de Encarnación. El Juzgado 
de Primera Instancia de la causa, resolvió el 20 de mayo de 1996, a petición de la defensa de 
Magno Chamorro y de la Fiscalía, anular las actuaciones del Juzgado de Paz y en consecuencia 
dispuso la libertad de Magno Chamorro. El 22 de mayo el Juzgado ordenó la libertad del resto 
de los detenidos. No obstante haber declarado la nulidad de las actuaciones del Juzgado de 
Paz de Otaño en la reapertura de la causa, el Juez Guillermo Skanata dispuso el 18 de junio de 
1996 la ampliación del sumario, incluyendo como procesados al abogado de la CRAI y a los 
demás campesinos ocupantes y testigos presenciales denunciados, fi jándoles fechas para que 
comparezcan a prestar declaración indagatoria1155.

En la misma fecha del 18 de junio de 1996, el Juzgado ordenó revocar la orden de captura 
dictada por el Juzgado de Paz de Mayor Otaño en contra de Aldo Bortolini, Silvino Correa 
Borges, Gilmar Correa Borges Aires de Oliveira, José Resner, José Correa Borges, Roque Correa 
Borges, Antonio Borges, un tal Lazarín y un tal Pernambuco1156.
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1152 Escrito de querella; providencia de 18 de junio de 1996; AI N° 480 de 18 de junio de 1996 (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ 
Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia 
en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 106-111, 178 y 179).

1153 Providencias de 25 de marzo y 7 de mayo de 1996 (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión 
Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno 
de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 129 y 139).

1154 Acta de manifestación de grupo numeroso; resolución del Juzgado de Paz de Mayor Otaño del 16 de mayo de 1996 (expediente “Aldo 
José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 142-143 y 144).

1155 AI N° 378 de 20 de mayo de 1996; AI N° 585 de 22 de mayo de 1996; providencia de 18 de junio de 1996 (expediente “Aldo José 
Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado 
de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 153, 164 y 183).

1156 AI N° 479 de 18 de junio de 1996 (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel 
del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo 
de Guillermo Skanata, fs. 175).
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Asimismo, en esa misma fecha el Juzgado resolvió de ofi cio declarar la nulidad de las declaraciones 
de los testigos Roque Martínez Guerrero, Mario Pérez Molinas y Francisco Gabrel Insfrán, debido 
a que las respectivas actas no habían sido fi rmadas en todas sus hojas por el Juez de Paz de 
Mayor Otaño1157.

El 10 de septiembre de 1996 el Juzgado dispuso la cancelación de la representación legal de 
Magno Chamorro Orrego, por la querella promovida por la víctima, debido a que el mismo se 
encontraba en carácter de procesado en la causa1158.

El 17 de septiembre de 1998 Aldo José Bortolini compareció ante el Juzgado al efecto de prestar 
declaración indagatoria. En dicha oportunidad, negó cualquier responsabilidad en los hechos 
que se le imputaban1159.

El Juzgado de Primera Instancia diligenció como pruebas las declaraciones testifi cales de Julio 
Prestes, Domingo Morales, Claudete Estéfano y María Teresinha de Souza de Bortolini, todos 
testigos de descargo propuestos por Aldo José Bortolini en su indagatoria1160.

Ninguna otra prueba fue diligenciada por el Juzgado de Primera Instancia de Encarnación 
durante el sumario.

El 27 de abril de 2001 el Juzgado Penal N° 2 de Liquidación y Sentencia a cargo de Guillermo 
Skanata resolvió decretar el sobreseimiento provisional de Aldo José Bortolini, Silvino Correa 
Borges, Gilmar Correa Borges, Aires de Oliveira, José Resner, José Correa Borges, Roque Correa 
Borges, Antonio Borges, un tal Lazarín y un tal Pernambuco, en el contexto del proceso de 
depuración de causas penales tramitadas bajo el Código Procesal Penal de 1890, en base al art. 
8 de la Ley N° 1444/99. La decisión no fue apelada por el Ministerio Público. El 2 de mayo 
de 2002 el Juzgado de Liquidación y Sentencia a cargo de César Daniel Delgadillo decretó el 
sobreseimiento defi nitivo de los procesados, en el contexto del proceso de depuración de causas 
penales, en aplicación del art. 2 inc. 7 de la Ley 1444/99 y el art. 25 inc. 11 del Código de 
Procedimientos Penales. La decisión no fue apelada por el Ministerio Público. Con esta decisión 
la causa quedó fi niquitada en relación a los mismos1161.

El 17 de mayo de 2002 el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia a cargo de César Delgadillo 
resolvió decretar el sobreseimiento provisional del abogado de la CRAI y asesor legal de la viuda 
de la víctima y de los demás campesinos (Magno Chamorro Orrego, Manuel Medina, Isidro 
González, Antonio Esteche Carmona, Victoriano Molinas, Eleuterio Anzuategui, Francisco Ramón 
Álvarez, Gregorio Benítez Acosta, Pablo Molinas, Sergio Caballero, Sergio Esteche, Lucas Torres 
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1157 AI N° 481 de 18 de junio de 1996 (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel 
del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo 
de Guillermo Skanata, fs. 180).

1158 Providencia de 10 de septiembre de 1996 (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal 
en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de 
Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 218).

1159 Acta de declaración indagatoria de Aldo José Bortolini (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión 
Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno 
de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 230-232).

1160 Testifi cales de Julio Prestes, Domingo Morales, Claudete Estéfano y María Teresinha de Souza de Bortolini (expediente “Aldo José 
Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado 
de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 243, 244, 245 y 247).

1161 AI N° 697/01/J.LO208 de 27 de abril de 2001; AI N° 0575/02/J.LO3-03 de 2 de mayo de 2002 (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ 
Sup. Delitos de Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia 
en lo Criminal del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 263 y 264).
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Delvalle, Jorge Molinas, Francisco Gabriel Insfrán, Jorge Insfrán y Rubén Insfrán), en el contexto 
del proceso de depuración de causas penales tramitadas bajo el Código Procesal Penal de 1890, 
en base al art. 8 de la Ley N° 1444/99. La decisión no fue apelada por el Ministerio Público. El 
27 de junio de 2003 el Juzgado de Liquidación y Sentencia decretó el sobreseimiento defi nitivo 
de los mismos, en el contexto del proceso de depuración de causas penales, en aplicación del 
art. 2 inc. 7 de la Ley 1444/99 y el art. 25 inc. 11 del Código de Procedimientos Penales. La 
decisión no fue apelada por el Ministerio Público. Con esta decisión la causa quedó totalmente 
fi niquitada1162.

Ninguna de las resoluciones que concedieron el sobreseimiento provisional, y luego libre, fue 
notifi cada a los familiares de Isidro Gómez Benítez, ni a los campesinos que fueran procesados 
por dicha causa.

REPARACIONES
Isidro Gómez Benítez fue enterrado en el cementerio de Edelira 32, departamento de Itapúa, 
donde hasta ahora reposan sus restos. Los gastos emergentes de su muerte fueron cubiertos por 
sus familiares.

Como consecuencia de la ejecución arbitraria de la víctima, toda su familia debió abandonar la 
casa y la tierra por la inseguridad del lugar. En primer lugar, la viuda perdió la tierra que poseían 
en San Miguel de Norte, así como perdieron todos los cultivos que tenían allí. Asimismo, para 
afrontar la deuda hipotecaria que tenían con el Banco Nacional de Fomento (BNF) de un crédito 
que había sido obtenido por Isidro Gómez Benítez, la viuda se vio obligada a vender las 60 
hectáreas de propiedad de ellos en Edelira, así como debieron vender todas las maquinarias, 
vehículos y otros activos que poseían. Todos los cultivos de ese año se perdieron, y se calcula 
que el daño emergente directo de la ejecución arbitraria de la víctima fue de 600 millones de 
guaraníes (120.000 dólares americanos, al tipo de cambio vigente a la fecha de este informe).

Los hijos de Isidro Gómez Benítez que acudían a la escuela perdieron un año de estudios. La 
viuda de la víctima, la señora Isabel Cardozo viuda de Gómez, se mudó a vivir a la casa de 
su suegra en Edelira, donde sobrevivió empleándose en el trabajo doméstico en hogares de 
terceros, como lavadora de ropas. Lentamente, la familia fue recuperándose y adquirieron una 
hectárea de tierra en el asentamiento 13 de junio en Edelira 72, en donde retomaron las labores 
de producción agrícola, y los hijos mayores de la víctima trabajaron manejando una trilladora. 
Con posterioridad, pudieron comprar 5 hectáreas más.

La familia de Isidro Gómez Benítez no recibió indemnización alguna en los términos del derecho 
internacional de los derechos humanos, así como tampoco recibieron ninguna otra de las medidas 
de reparación integral. Nunca recibió la familia ningún tipo de disculpa pública ni algún informe 
ofi cial del Estado respecto a la ejecución arbitraria de la víctima, ni las investigaciones llevadas 
adelante, ni las posibles conclusiones que esta arrojó hasta ahora respecto de los responsables 
materiales y morales1163.
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1162 AI N° 0662 de 17 de mayo de 2002; AI N° 0142 de 27 de junio de 2003 (expediente “Aldo José Bortolini y otros s/ Sup. Delitos de 
Homicidio y Lesión Corporal en San Miguel del Norte”, año 1996, N° 76, folio 341, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal 
del Segundo Turno de Encarnación, a cargo de Guillermo Skanata, fs. 266 y 267).

1163 Testimonios Nº 0006, 0010 y 0011.
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CONCLUSIONES
1. A partir de los elementos de prueba que se reúnen en este caso, la CODEHUPY tiene la 

convicción de que Isidro Gómez Benítez fue víctima de una ejecución arbitraria planifi cada y 
ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y como consecuencia de su 
militancia política como simpatizante y colaborador de una organización campesina.

 Los testimonios recolectados por la CODEHUPY y los elementos de convicción recogidos 
por los organismos jurisdiccionales del Estado, aún a pesar de la notoria defi ciencia de la 
investigación ofi cial, llevan a concluir que el Ministerio Público contaba con sufi cientes 
pruebas de cargo para investigar -y eventualmente solicitar su enjuiciamiento y condena-  a  
Aldo José Bortolini como presunto autor intelectual de la ejecución arbitraria de Isidro Gómez 
Benítez, circunstancia que sin embargo no fue determinada por la investigación ofi cial.

 La investigación ofi cial no fue sufi ciente para determinar la identidad los responsables por la 
autoría material de la ejecución arbitraria de Isidro Gómez Benítez, función que correspondía 
a los organismos jurisdiccionales del Estado, en particular el Ministerio Público y el Poder 
Judicial, en la época en que acaecieron los hechos.

2. La CODEHUPY señala la circunstancia que el Estado es institucionalmente responsable por 
la falta de medidas adecuadas adoptadas con la debida diligencia para prevenir y evitar la 
actuación de las bandas parapoliciales en la zona. De acuerdo a los testimonios recogidos, 
los actos delictivos de amedrentamiento que cometían estas bandas fueron perpetradas 
impunemente con protección policial. Aunque fueron debidamente denunciados ante los 
organismos jurisdiccionales del Estado, tal como se reseñan en este relatorio, ninguna medida 
de prevención fue adoptada para detener a estas bandas.

3. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Isidro Gómez 
Benítez. En tal sentido, la investigación judicial omitió producir pruebas directas fundamentales 
para el esclarecimiento del ilícito investigado como la autopsia bajo supervisión de un médico 
forense acreditado y la pericia balística de la herida, el proyectil alojado en el cuerpo de la 
víctima y las vainillas servidas halladas, a los efectos de establecer el calibre y origen de los 
mismos. Tampoco hubo una adecuada investigación de la escena del crimen, ni peritajes 
balísticos al vehículo acribillado de la víctima. El testigo presencial sobreviviente nunca fue 
llamado a declarar ante la justicia.

 En tales circunstancias, no cabe decir que haya habido una investigación del hecho. 
El Ministerio Público solicitó un par de veces diligencias investigativas que nunca fueron 
practicadas. Los distintos fi scales que se sucedieron en la causa tampoco demostraron interés 
en urgir dicho requerimiento de prueba que, por otra parte, tampoco era substancial para la 
averiguación del ilícito penal investigado. Durante todo el sumario judicial ante el Juzgado 
de Primera Instancia, se diligenciaron solamente cuatro testifi cales propuestos por la defensa 
de Bortolini. Descontando esas pruebas, no se realizó ningún acto relevante de investigación 
para el esclarecimiento del hecho.

 La última y más grave vulneración del deber de investigar el hecho se dio con el arbitrario 
procesamiento del abogado de la CRAI y de los testigos y compañeros de la ocupación, amigos 
de la víctima, quienes fueron sometidos a proceso judicial sin que el Poder Judicial haya 
sustentado la imputación en otra evidencia que no sea una denuncia fantasiosa promovida 
por el propio Bortolini con la complicidad de autoridades judiciales. Salvo el abogado de la 
CRAI, el resto del grupo nunca tuvo el derecho de ser oído por el Juzgado que los procesó.
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 La CODEHUPY tiene la convicción de que el procesamiento arbitrario de los campesinos 
y su abogado, y las violaciones al derecho al debido proceso de las que fueron víctimas, 
forman parte del mecanismo de impunidad judicial encaminado a no investigar ni castigar 
la ejecución arbitraria de Isidro Gómez Benítez. Al dictar su procesamiento se impidió que el 
abogado siguiera representando a la acusación particular en la causa, y se logró impedir la 
validez del testimonio prestado por quienes habían comparecido ante el Juzgado de Paz. 

 Las infracciones cometidas por el Juzgado y el Ministerio Público en la investigación de 
la ejecución arbitraria de Isidro Gómez Benítez, llevan a concluir que estas instituciones 
mantuvieron una conducta cercana a la colaboración directa con el ilícito cometido. Esta 
conducta determinó fi nalmente que la ejecución arbitraria de Isidro Gómez Benítez no se haya 
investigado, no haya sido juzgada ofi cialmente, que no se haya determinado judicialmente la 
verdad de lo sucedido, ni se haya castigado a sus perpetradores.

4. La CODEHUPY tiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Isidro Gómez Benítez, la que debería incluir por lo menos medidas de 
satisfacción, un perdón ofi cial y una indemnización compensatoria adecuada a sus familiares, 
que mitigue las dramáticas consecuencias que se abatieron sobre ellos tras la ejecución de la 
víctima.

5. Estas circunstancias de falta de medidas adecuadas para prevenir, la impunidad y la falta de 
reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo es responsable 
internacionalmente por la ejecución arbitraria de Isidro Gómez Benítez, de acuerdo a los 
presupuestos de imputabilidad en el derecho internacional de los derechos humanos. Dicha 
ejecución fue perpetrada por bandas parapoliciales armadas por latifundistas que se amparan 
en la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar dichas 
ejecuciones. La falta de diligencia debida para esclarecer la responsabilidad individual en 
la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, como fue constatado en el presente caso, 
otorga un apreciable nivel de aquiescencia a dichos grupos.

CAPÍTULO VII  PARTE II
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NICOLÁS AMARILLA ACUÑA
☼ 9 de diciembre de 1970

† 28 de julio de 2001

Nicolás Amarilla Acuña (CI N° 2.435.976), nació en Puerto Trinidad, departamento de Itapúa, 
el 9 de diciembre de 1970, hijo de Alberto Amarilla y Gertudris Patricia Acuña (ya fallecida 
13 años antes de la muerte de su hijo). Tenía 30 años cuando fue víctima de una ejecución 
arbitraria. Nicolás Amarilla Acuña era agricultor, aunque carecía de tierra propia, y vivía con su 
padre y otros dos hermanos menores en el barrio Barana, distrito de Itapúa Poty, departamento 
de Itapúa. Había estudiado hasta el 2° grado de la escuela primaria, y hablaba como lengua 
materna solamente el guaraní1164.

En busca de tierra propia, Nicolás Amarilla Acuña se unió a una comisión vecinal de sin tierras 
de San Esteban, que a partir del 2000 inició el procedimiento administrativo ante el Instituto 
de Bienestar Rural (IBR) para reclamar la afectación a la reforma agraria y su loteamiento a los 
campesinos benefi ciarios de una propiedad que denunciaban era un excedente fi scal que estaba 
en manos de un ciudadano de origen brasilero de nombre Roberto Rickle y de sus hijos Nilce y 
Aldo Rickle, ubicado en el distrito de San Rafael del Paraná, a la altura del kilómetro 153 de la 
ruta 6, a la altura del cruce Kimex, de unas 2.500 hectáreas. La comisión vecinal contaba con el 
apoyo de la Coordinación Regional de Agricultores de Itapúa (CRAI).

En septiembre de 2000, unos 200 campesinos ocuparon por primera vez la propiedad, y una de 
las propietarias presentó una denuncia penal del hecho. Al mes siguiente, fueron desalojados por 
efectivos de la Policía Nacional, pero los campesinos se establecieron en un lugar cercano a las 
tierras que reclamaban, en una franja de dominio público bajo administración del Ministerio de 
Obras Públicas y Comunicaciones, desde donde siguieron presionando para obtener la posesión 
del inmueble.

En noviembre de 2000, alrededor de unos 500 campesinos, entre hombres, mujeres y niños, 
realizaron una manifestación en la ruta 6, a la altura del Km. 160, al cabo de la cual cerraron 
la carretera, en reclamo de la expropiación del inmueble en confl icto. La Policía Nacional, por 

1164 Testimonios N° 0116 y 0117. Cédula de Identidad de Nicolás Amarilla Acuña.
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disposición del agente fi scal penal Eduardo Petta, reprimió violentamente el bloqueo, en un 
enfrentamiento con los manifestantes que duró aproximadamente unos 45 minutos, al cabo de 
los que logró despejar completamente la carretera, y detuvo a 25 manifestantes, 24 varones y 1 
mujer, quienes fueron recluidos en la Penitenciaría Regional de Encarnación.

El 26 abril de 2001 la Policía Nacional realizó un segundo violento desalojo de la ocupación, 
por orden del fi scal de Encarnación César Cáceres, tras el que se detuvo a 8 campesinos (Wilfrido 
Benítez, Fermín González, Jacinto Delvalle, Daniel Aranda Ruiz, Oscar Trinidad Martínez, Santiago 
Colmán, Lucas Arnaldo Irala y Milindro Flores). En la represión la Policía Nacional, además de 
quemar los ranchos precarios de los campesinos, también destruyó unas 8 casillas de vendedores 
que estaban en la ruta y que no tenían relación alguna con los ocupantes

En mayo de 2001, unos 200 campesinos y campesinas del asentamiento protagonizaron una 
marcha de 160 kilómetros en tres días, desde la ocupación hasta Encarnación, para luego realizar 
una acampada frente al local del Poder Judicial de la ciudad, en reclamo de la libertad de los 
compañeros detenidos en la ocupación.

En agosto de 2001 los campesinos seguían sosteniendo el campamento, porque existían aún 
5 compañeros detenidos en la Penitenciaría Regional de Encarnación. En esa misma época, 
uno de los propietarios, Ademir Rickle, presentó un recurso de amparo ante los tribunales en 
Encarnación, solicitando protección contra las presiones de los campesinos que amenazaban con 
ocupar nuevamente el inmueble.

En septiembre de 2001 se realizó un nuevo desalojo de la ocupación, por orden del fi scal penal 
Eduardo Petta y bajo ejecución del Grupo de Operaciones Especiales (GEO) de la Policía Nacional. 
El operativo se hizo en conjunto con la fi scala Sonia Rojas que dirigió otro desalojo en el contexto 
de una denuncia formulada por Aldo Bortolini, propietario de otra tierra ocupada en la zona. 
En ambos operativos simultáneos se detuvo a 116 campesinos, quienes fueron derivados a la 
Penitenciaría Regional de Encarnación, en donde quedaron recluidos en pésimas condiciones, 
debido al hacinamiento de la prisión y a la falta de atención médica adecuada a los heridos 
durante el enfrentamiento que precedió al desahucio.

A la fecha de este informe, los campesinos continúan presionando, en un campamento al costado 
de la ruta 6, en una franja de dominio público, y el confl icto nunca se resolvió. A lo largo de estos 
años de confl icto, los campesinos tuvieron 27 desalojos en total1165.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
En la entrada de la propiedad de los Rickle había una caseta de guardia, con cuatro agentes 
policiales que quedaron para realizar guardia después de las ocupaciones, y así custodiar que 
los campesinos no vuelvan a ingresar. Los policías vivían en el local de la administración de la 
propiedad. El jefe de los policías era un ofi cial de apellido Caballero, y otro de los efectivos era 
un subofi cial de apellido Peta1166.

Aproximadamente a las 20:00 horas del sábado 28 de julio de 2001, los campesinos de la 
ocupación San Esteban estaban por realizar las faenas rutinarias de la noche, en el campamento 
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que sostenían al costado de la ruta 6, en la franja de dominio público, en la cercanía del inmueble 
reclamado. Como medida de seguridad, para evitar cualquier ataque o acto amedrentamiento 
durante la noche, se turnaban para hacer guardia nocturna mientras el resto de los compañeros 
dormía. El trabajo de guardia del campamento los campesinos lo denominaban imaginaria. Existía imaginaria. Existía imaginaria
un primer y segundo turno de imaginaria cada noche, 10 imaginarias por turno y generalmente imaginaria cada noche, 10 imaginarias por turno y generalmente imaginaria
a cada uno le tocaba en promedio un turno de guardia cada 3 o 4 noches. Ese día le tocó estar 
en el primer turno a Nicolás Amarilla Acuña. Mediante las guardias nocturnas los campesinos 
evitaban ser sorprendidos por los policías que en esas primeras épocas de la ocupación detenían 
a quienes podían sorprender a la noche. Los imaginarias daban voces de alerta cuando se imaginarias daban voces de alerta cuando se imaginarias
acercaban policías y así los campesinos se despertaban y salían huyendo, ganando un bosque 
cerrado que estaba al costado del campamento donde la Policía ya no entraba1167.

Los cuatro agentes policiales habían llegado esa tarde al local de una gomería y almacén 
propiedad de un ciudadano de origen brasilero, ubicada en el cruce Kimex. En dicho lugar 
habrían estado bebiendo alcohol. Al regresar a la administración de la propiedad de los Rickle 
en los dos vehículos que utilizaban, un VW Fusca color amarillo y un VW Parati, pasaron frente 
al campamento de los campesinos y realizaron disparos con sus armas de fuego en dirección al 
campamento, sin herir a nadie1168.

No obstante, al escuchar los disparos, los imaginarias y otros campesinos se acercaron a la ruta imaginarias y otros campesinos se acercaron a la ruta imaginarias
a ver qué pasaba. Los policías, por su lado, habían seguido por la ruta unos 300 metros más 
aproximadamente, y se hicieron a un costado en la banquina. Allí apagaron las luces de sus 
vehículos, maniobraron y regresaron en dirección al campamento otra vez. Al llegar frente al 
campamento, los vehículos se subieron a la banquina y disminuyeron la velocidad. Cuando los 
agentes de policía vieron que había varias personas paradas en la banquina del otro costado 
de la carretera, realizaron dos disparos. El primero pasó sin acertar a nadie; pero el segundo, 
disparado inmediatamente después, impactó en el pecho de Nicolás Amarilla Acuña, causándole 
la muerte inmediatamente. Tras el ataque, los policías desaparecieron rápidamennte y nunca 
más volvieron al lugar1169.

Fue uno de los dirigentes de los campesinos, el señor Cándido González, quien hizo la denuncia 
del hecho esa misma noche al gobernador de Itapúa Lucio Vergara, y al fi scal penal de turno de 
Encarnación. Uno de los hermanos de Nicolás Amarilla Acuña estaba en el campamento y fue él 
quien dio aviso del hecho a su padre esa misma madrugada1170.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
Se tiene constancia que el hecho fue denunciado por la Mesa Coordinadora de Organizaciones 
Campesinas (MCNOC) a la Fiscalía General Estado. Asimismo, el Congreso Popular Permanente, 
la MCNOC y el Frente Sindical y Social presentaron una denuncia pública del hecho el 1° de 
agosto de 2001.
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No obstante, no se encontró en la Fiscalía Regional de Encarnación, competente en la fecha en 
que ocurrieron los hechos para investigar la causa, ninguna carpeta de investigación iniciada 
para la averiguación del hecho.

REPARACIONES
Nicolás Amarilla Acuña fue enterrado en el cementerio de Itapúa Poty, en el departamento de 
Itapúa. Todos los gastos emergentes de su ejecución arbitraria, incluidos los gastos funerarios, 
fueron asumidos por sus familiares y por sus compañeros de organización.

Los familiares de Nicolás Amarilla Acuña no recibieron indemnización alguna en los términos del 
derecho internacional de los derechos humanos. Nunca recibió la familia ningún tipo de disculpa 
pública ni informe ofi cial respecto a la ejecución arbitraria de la víctima, ni las investigaciones 
llevadas adelante1171.

CONCLUSIONES
1. Tras el detenido examen de todos los elementos de prueba recogidos en esta investigación, la 

CODEHUPY tiene la convicción de que Nicolás Amarilla Acuña fue víctima de una ejecución 
arbitraria perpetrada por la Policía Nacional durante una acción represiva en un confl icto por la 
reforma agraria. En tal sentido, la ejecución arbitraria de Nicolás Amarilla Acuña es consecuencia 
de su pertenencia y militancia en una organización de trabajadores rurales sin tierra.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, 
estas facultades no pueden ser ejercidas arbitrariamente y con total desprecio a la dignidad 
humana, como la CODEHUPY lamenta constatar en este caso.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en la ejecución arbitraria de Nicolás Amarilla Acuña el 28 de julio de 2001, se funda 
en los elementos reunidos en la investigación que demuestran que:

a) Todo el procedimiento policial en cuyo marco fue ejecutada la víctima, fue realizado en un 
contexto general de ilegalidad, incorrección y ausencia de debido proceso. La intervención 
policial fue una actuación notoriamente criminal, realizada clandestinamente por policías 
que actuaban sin identifi cación personal ni institucional;

b) No existió necesidad alguna de utilizar la fuerza ni armas de fuego. La víctima y los demás 
campesinos no habían cometido acto de violencia alguno en contra de los agentes de policía, 
ni habían puesto en peligro la vida de alguna persona de otro modo, de manera que se 
justifi cara el uso de armas de fuego en su contra. En el instante de su ejecución, la víctima 
estaba de pie al costado de la carretera, frente al campamento donde realizaban una protesta, 
intentando identifi car el origen de los disparos que los mismos agentes policiales que lo 
ejecutaron habían realizado instantes antes;

c) La Policía Nacional no realizó ninguna advertencia previa a los campesinos respecto del uso 
inminente de sus armas de fuego. Los disparos directos en contra de los campesinos no estuvieron 
precedidos de otros medios de disuasión previos o de uso de la fuerza no letal, lo que evidencia 
la ausencia completa de un protocolo formal de actuación e intervención policial;
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d) Los disparos de arma de fuego recibidos por la víctima iban dirigidos a acabar con su vida y 
fueron sufi cientes para ello, lo que señala que los efectivos policiales no guardaban criterios 
de proporcionalidad y de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego;

e) La Policía Nacional no prestó ningún tipo de auxilio a la víctima herida, sino que, en esas 
circunstancias, salió huyendo del lugar abandonando a la víctima a su suerte. 

 Al no existir un reconocimiento ofi cial por parte de la Policía Nacional de la agresión 
perpetrada, ni una investigación ofi cial que demuestre la necesidad del uso de la fuerza, 
la CODEHUPY otorga credibilidad a los testimonios recolectados en esta investigación que 
refi eren que el ataque policial fue totalmente innecesario, desproporcionado y motivado por 
la intención criminal de ejecutar en represalia a cualquier campesino de la ocupación San 
Esteban.

 A pesar de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de Nicolás 
Amarilla Acuña, la CODEHUPY carece de información sufi ciente para identifi car y denunciar 
a los agentes de policía que fueron los autores materiales de la ejecución arbitraria de la 
víctima, obligación que subsiste corresponde a los organismos jurisdiccionales del Estado, en 
particular al Ministerio Público.

2 La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los responsables de la ejecución de Nicolás Amarilla Acuña, 
debido a que, a tenor de la información constatada, ninguna investigación fi scal fue abierta 
de ofi cio para la determinación del hecho y la sanción correspondiente a los responsables.

3. La CODEHUPY tiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Nicolás Amarilla Acuña, la que debería incluir por lo menos medidas de 
satisfacción, un formal pedido de perdón a la familia y una indemnización compensatoria 
adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Nicolás Amarilla Acuña.
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VÍCTOR DÍAZ PAREDES
† 6 de octubre de 2002

Víctor Díaz Paredes era oriundo de la colonia Carpa kue, distrito de San Joaquín, departamento de 
Caaguazú. Tenía 24 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Trabajaba exclusivamente 
en la agricultura, aunque carecía de tierra propia, cultivando el minifundio familiar. Hablaba 
como lengua materna solamente el guaraní1172.

Víctor Díaz Paredes vivía con su familia en una colonia legalmente habilitada por el Instituto 
de Bienestar Rural (IBR) en 1964, que comprendía en su momento 300 lotes sobre 6.000 
hectáreas de tierras fi scales (Resolución P N° 3.140 de diciembre de 1964). Esta colonia, al 
igual que otras habilitadas en aquella época, había quedado superada por el crecimiento de 
población coloniera, la falta de políticas de reforma agraria efectiva, y el encajonamiento en la 
estructura latifundista de distribución de la tierra. En busca de tierra propia como campesinos 
benefi ciarios de la reforma agraria, en el 2002 Víctor Díaz Paredes y su hermano mayor Miguel 
Díaz Paredes, migraron al departamento de Itapúa, en donde se unieron como asociados de base 
a una comisión vecinal de sin tierras que contaba con el apoyo de la Coordinación Regional de 
Agricultores de Itapúa (CRAI). A la fecha de su ejecución arbitraria, Víctor Díaz Paredes hacía 
apenas 5 meses que se había unido a la organización.

Esta comisión de sin tierras había iniciado en el 2000 una ocupación de una tierra que fi guraba 
como fi nca N° 101, padrón 105 del distrito de San Rafael del Paraná, departamento de Itapúa, 
ubicada a unos 15 kilómetros de la ruta 6, propiedad de fi rma Agrícola, Comercial, Industrial, 
Forestal S.A. (ACIFSA) de Aldo José Bortolini, reclamando que la misma no era una explotación 
racional y solicitando su afectación a la reforma agraria. Los campesinos bautizaron a la 
ocupación “asentamiento Isidro Gómez Benítez”, en homenaje y recordación de un colaborador 
y simpatizante de la CRAI ejecutado en 1995 en un confl icto por el derecho a la tierra que 
implicó al mismo propietario Aldo Bortolini. En septiembre de 2000 varios ciudadanos de origen 
brasilero presentaron una denuncia ante el fi scal César Cáceres en contra de los ocupantes por la 
ocupación de la reserva forestal del inmueble y por las amenazas que realizaron y que impedían 
a los colonos iniciar las labores agrícolas. El agente fi scal interviniente con apoyo de la Policía 

1172 Testimonio N° 0005.
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Nacional realizó un operativo de desahucio del lugar, pero sólo encontró carpas precarias, y ni 
un solo campesino ocupante presente en el lugar.

En noviembre fueron desalojados violentamente del inmueble ocupado, y los campesinos 
instalaron su campamento al costado de la ruta 6. El 21 de julio de 2001 volvieron a ingresar al 
predio, pero volvieron a ser violentamente desalojados y 5 de ellos fueron detenidos y pasaron a 
guardar reclusión en la Penitenciaría Regional de Encarnación. Durante el desalojo, los campesinos 
denunciaron que los agentes policiales quemaron sus viviendas precarias y destruyeron sus 
enseres domésticos. En protesta por la detención de sus compañeros, unos 50 campesinos de 
la ocupación se instalaron con sus carpas en el terreno de Ministerio de Agricultura y Ganadería 
(MAG) adyacente al edifi cio de la Gobernación de Itapúa, en la ciudad de Encarnación.

Los campesinos volvieron a ocupar el inmueble, pero en septiembre de 2001 se realizó un nuevo 
desalojo de la ocupación, por orden de la fi scal penal Sonia Rojas, en el marco de una denuncia 
formulada por Aldo Bortolini, y bajo ejecución del Grupo de Operaciones Especiales (GEO) de 
la Policía Nacional. El operativo se hizo en conjunto con el fi scal Eduardo Petta que dirigió otro 
desalojo en la propiedad de la familia Rickle, en el cruce Kimex, otra tierra ocupada en la zona 
por una base de la CRAI. En ambos operativos simultáneos se detuvo a 116 campesinos, quienes 
fueron derivados a la Penitenciaría Regional de Encarnación, en donde quedaron recluidos 
en pésimas condiciones, debido al hacinamiento de la prisión y a la falta de atención médica 
adecuada a los heridos durante el enfrentamiento que precedió al desahucio.

Tras el desalojo volvieron a instalarse en precarias carpas en un predio público en las cercanías 
de la Gobernación de Encarnación, donde permanecieron durante meses sobreviviendo con el 
reciclado de basura. No obstante, los campesinos volvieron a ingresar al predio en el 2002.

La ocupación fue abandonada hacia fi nales del 20021173.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Como consecuencia de la actividad social y política de la organización campesina que ocupaba el 
inmueble de propiedad de la empresa ACIFSA de Aldo José Bortolini, reclamando su expropiación 
para fi nes de la reforma agraria, los dirigentes y demás compañeros y compañeras de la ocupación 
se encontraban en una situación de riesgo por el enfrentamiento que el confl icto generaba 
con el propietario de las tierras ocupadas. En particular, existían serias y graves amenazas de 
muerte en contra del presidente de la comisión vecinal, Cándido Galeano. El predio contaba 
con guardias policiales de la Agrupación Ecológica y Rural (APER) y personal civil de la hacienda 
que custodiaban que los campesinos no ingresen y se desplacen por el inmueble, y asimismo 
realizaban permanentemente actos de intimidación en contra de los campesinos, incluidos los 
ataques con armas de fuego1174.

Víctor Díaz Paredes, debido a su juventud, fortaleza física y espíritu arrojado fue elegido por sus 
compañeros de ocupación para trabajar en la seguridad del presidente de la comisión vecinal. 
Los ocupantes que tenían a su cargo la seguridad debían acompañar a todos lados y no dejar solo 
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a Cándido Galeano, al ingresar y salir de ocupación, así como en cualquier traslado cuando iba 
a realizar los trámites ante las autoridades públicas y el IBR. Asimismo, una de las funciones más 
peligrosas que debían hacer los encargados de la seguridad del presidente era ir en pequeños 
grupos por delante de los caminos por donde el presidente de la comisión vecinal iba a pasar 
para entrar o salir de la ocupación, para descubrir cualquier emboscada y dar voces de alarma 
para que se tomen las medidas del caso1175.

El domingo 6 de octubre del 2002 Víctor Díaz Paredes y otros dos adolescentes compañeros 
de la ocupación, Fermín Guachán y Sindulfo Acevedo González, salieron de la ocupación 
aproximadamente al mediodía, para ir a como avanzadilla a reconocer el terreno por donde 
Cándido Galeano saldría ese día de la ocupación. Aproximadamente a las 13:00 horas, y estando 
a unos 2.000 metros del campamento de la ocupación, los tres campesinos fueron sorprendidos 
por dos efectivos policiales de la APER, el subofi cial 1° OS Germán Benítez Vera (CI N° 2.381.746) 
y el subofi cial 2° Bernardo Escobar (CI N° 2.944.255), quienes estaban de guardia por el lugar 
en compañía de otros dos empleados civiles de la estancia, los ciudadanos brasileros Silvino 
Borges Netto (CI N° 1.984.191) y Carlos de Cesaro (CI N° 3.627.443)1176.

Los policías dieron la voz de alto a los tres campesinos, los detuvieron y golpearon. Sin mediar 
ninguna otra advertencia, uno de los agentes disparó a quemarropa un tiro de escopeta a Víctor 
Díaz Paredes, a la altura de la pelvis, dejándolo muy gravemente herido.

Fermín Guachán y Sindulfo Acevedo González fueron detenidos por los agentes policiales y 
derivados a la comisaría de la colonia Naranjito, de San Rafael del Paraná. En tanto que Víctor 
Díaz Paredes fue remitido a la clínica del cruce Raúl Peña donde se produjo su fallecimiento, y 
de allí derivado al centro de salud de María Auxiliadora. En dicho lugar fue encontrado en la 
madrugada del lunes 7 de octubre por su hermano Miguel Díaz Paredes y otros compañeros y 
dirigentes de la CRAI que lo estaban buscando apenas se enteraron de lo sucedido1177.

El informe de la autopsia a que fuera sometido por el médico forense zonal de Edelira, el doctor 
Pedro Ramón Mareco Ayala, señala:

“QUE, de la autopsia realizada a quien en vida fuera VÍCTOR DÍAZ PAREDES, al examen 
médico forense se concluye lo siguiente:

1 - Se evidencia herida de arma de fuego en región inguinal izquierda de seis centímetros 
de diámetro aproximadamente como orifi cio de entrada sin orifi cio de salida.

2 - De la misma se extrajo 23 balines de plomo sin descartar la presencia de más balines 
dentro de la herida.

3 - Posibles órganos afectados colon sigmoide y arteria ilíaca izquierda.

4 - No se observa restos de pólvora alrededor de la herida ni tatuaje.

5 - No se realizó placas radiográfi cas por no contar el Centro de Salud de María Auxiliadora 
con equipos de rayos X, lugar en donde se realizó la autopsia.

6 - Probable causa de muerte hemorragia aguda por herida de arma de fuego”1178.
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1175 Idem.
1176 Idem.
1177 Idem.
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Fue el propio hermano de la víctima quien recibió el cadáver y lo trasladó hasta su domicilio 
paterno con ayuda de sus compañeros de organización, donde se dio aviso al resto de sus 
familiares1179.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
Uno de los agentes policiales implicados en la ejecución arbitraria, el subofi cial Germán Benítez 
Vera, presentó un parte policial a la Fiscalía zonal de Edelira el mismo día 6 de octubre de 2002 
a las 22:00 horas, para denunciar un hecho de invasión de inmueble ajeno, coacción y tentativa 
de homicidio. En su parte medular, el referido parte policial expresa:

“En el día de la fecha, siendo las 13:00 horas aproximadamente en la (…) propiedad 
de la fi rma comercial A.C.I.F.S.A. (Agrícola, Comercial, Industrial, Forestal S.A.) lugar 
en la cual (sic) nos hallamos comisionados por la superioridad, el suscripto Germán 
Benítez y Bernardo Escobar, quienes nos encontrábamos resguardando a los empleados 
de la fi rma (tractoristas) quien (sic) en número de dos se hallaban realizando tareas de 
preparación de siembra, momento en que en forma sorpresiva y en número de cien 
personas quienes forman parte del grupo de invasores que se hallan ocupando en forma 
clandestina y violenta una parte de dicho inmueble, quienes tienen construidos su 
vivienda precarias (sic) al bordo (sic) de un arroyo dentro de la propiedad en cuestión, 
destruyendo para ello la Reserva Forestal que se halla en el lugar realizando tareas de 
siembra de cultivo de subsistencia en forma ilegal y clandestina, portando armas de 
fuego, empiezaron (sic) a realizar disparos hacia nosotros con sus respectivas armas 
de fuego, motivo por el cual tuvimos que repeler la agresión realizando disparos con 
escopetas con balines de goma a fi n de salvar nuestras vidas y la de los tractoristas, en 
dicho enfrentamiento resultó herido uno de los campesinos quien resultó ser VÍCTOR 
DÍAZ PAREDES, mayor de edad, quedando con el mismo los ciudadanos ALEJANDRO 
LENGUAZA Y FERMIN GUACHÁN, quienes fueron aprehendidos previa lectura de sus 
derechos constitucionales establecido (sic) en el art. 12 de la C.N. como asi mismo (sic) 
comunicándoles del motivo de su aprehensión, ambos según sus dichos son menores 
de edad, cabe acotar de que dichos nombres proporcionados por los aprehendidos 
fueron proporcionados por los mismos al carecer de documentos identifi catorios.

Luego del enfrentamiento que duró aproximadamente 45 minutos y una vez que los 
mismos se replegaron hemos trasladado al herido para su atención a la Clínica Alemán 
de cruce Raúl Peña, lugar en donde se produjo el deceso del Sr. Víctor Díaz Paredes 
por las heridas recibidas que obra el correspondiente diagnóstico Médico”1180.

Adjunto con el parte, la Policía remitió una acta de evidencias incautadas en el incidente, así como 
otros objetos entre ellos una escopeta calibre 12 sin marca ni número de serie, un machetillo, 
una batería, tres cartuchos calibre 12, dos de ellos de fabricación casera y dos percutidos, tres 
rollos de fotografía y los calzados de la víctima. Asimismo, los policías presentaron un croquis 
del lugar del hecho1181.
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1179 Testimonio N° 0005.
1180 Parte policial de 6 de octubre de 2002 elaborado por el subofi cial 1° OS Germán Benítez Vera; (carpeta fi scal “Alejandro Lenguaza, 

Fermín Guachán y otros s/ supuesto hecho punible de invasión de inmueble ajeno y tentativa de homicidio”, causa N° 03-02-0002-2002-
466, ante la Unidad N° 1 de la Fiscalía zonal de Edelira a cargo de Víctor Antonio Florentín, fs. 1).

1181 Acta de levantamiento de evidencias; croquis del lugar del hecho (carpeta fi scal “Alejandro Lenguaza, Fermín Guachán y otros s/ 
supuesto hecho punible de invasión de inmueble ajeno y tentativa de homicidio”, causa N° 03-02-0002-2002-466, ante la Unidad N° 1 
de la Fiscalía zonal de Edelira a cargo de Víctor Antonio Florentín, fs. 2 y 3).
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La causa fue asignada a la Unidad Penal N° 1 a cargo de Víctor Antonio Florentín. En esa misma 
fecha, el asistente fi scal de la Unidad, Alcides Sotelo, dispuso el levantamiento y la entrega del 
cadáver a sus familiares. Asimismo, en esa misma fecha, el médico forense de la Fiscalía zonal 
de Edelira, el doctor Pedro Ramón Mareco Ayala, realizó una autopsia del cadáver de la víctima 
para determinar la causa de muerte y para extraer los proyectiles del cuerpo de la víctima, que 
fueron remitidos como evidencia a la Fiscalía zonal de Edelira1182.

El 7 de octubre de 2002 el fi scal Víctor Florentín resolvió imputar a Alejandro Lenguaza y 
Fermín Guachán por los delitos de invasión de inmueble ajeno y tentativa de homicidio doloso y 
comunicar la imputación al Juzgado Penal de Garantías de Encarnación. El 8 de octubre de 2002 
el Juzgado dispuso tener por recibida la imputación y dar inicio al procedimiento fi scal en contra 
de los imputados1183.

No se abrió ninguna investigación fi scal sobre la ejecución arbitraria de Víctor Díaz Paredes, ni 
se comunicó al Juzgado Penal de Garantías acerca de la muerte de una persona en un operativo 
policial. Los documentos que obran en la carpeta fi scal que prueban el hecho nunca fueron 
comunicados a la autoridad judicial.

Sindulfo Acevedo (nombre real de Alejandro Lenguaza) y Fermín Guachán obtuvieron, con el 
patrocinio de la defensa pública, la suspensión condicional del procedimiento el 7 de abril de 
2003, bajo el cumplimiento de determinadas reglas que le fi jó el Juzgado por el término de un 
año. En esa misma fecha el Juzgado dispuso la revocatoria de la prisión preventiva que pesaba 
sobre los mismos1184.

REPARACIONES
Víctor Díaz Paredes fue enterrado en el cementerio de la colonia Carpa kue, distrito de San 
Joaquín, en el departamento de Caaguazú, donde hasta ahora permanecen sus restos. Todos los 
gastos emergentes de su ejecución arbitraria, incluidos los gastos funerarios, fueron asumidos 
por sus familiares y por sus compañeros de organización.

Los familiares de Víctor Díaz Paredes no recibieron indemnización alguna en los términos del 
derecho internacional de los derechos humanos. Nunca recibió la familia ningún tipo de disculpa 
pública ni informe ofi cial respecto a la ejecución arbitraria de la víctima, ni las investigaciones 
llevadas adelante1185.

CONCLUSIONES
1. Tras el detenido examen de todos los elementos de prueba recogidos en esta investigación, 

la CODEHUPY tiene la convicción de que Víctor Díaz Paredes fue víctima de una ejecución 
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1182 Acta de levantamiento de cadáver; informe médico; acta de entrega de cadáver; acta de autopsia (carpeta fi scal “Alejandro Lenguaza, 
Fermín Guachán y otros s/ supuesto hecho punible de invasión de inmueble ajeno y tentativa de homicidio”, causa N° 03-02-0002-2002-
466, ante la Unidad N° 1 de la Fiscalía zonal de Edelira a cargo de Víctor Antonio Florentín, fs. 4, 6, 7 y 8).

1183 Acta de Imputación N° 64; providencia de 8 de octubre de 2002 (expediente “Alejandro Lenguaza y Fermín Guachán s/ supuesto hecho 
punible de invasión de inmueble ajeno y tentativa de homicidio doloso en Naranjito”, causa N° 03-02-0002-2002-466, ante el Juzgado 
Penal de Garantías N° 4 de Encarnación a cargo de Juan Bogarín Fatecha, fs. 3 y 5).

1184 AI N° 0036/03/JPA de 7 de abril de 2003 (expediente “Alejandro Lenguaza y Fermín Guachán s/ supuesto hecho punible de invasión de 
inmueble ajeno y tentativa de homicidio doloso en Naranjito”, causa N° 03-02-0002-2002-466, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 
4 de Encarnación a cargo de Juan Bogarín Fatecha, fs. 29-30).

1185 Testimonios N° 0116 y 0117.
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arbitraria perpetrada por la Policía Nacional en una acción represiva en un confl icto por la 
reforma agraria. En tal sentido, la ejecución arbitraria de Víctor Díaz Paredes es consecuencia 
de su pertenencia y militancia en una organización de trabajadores rurales sin tierra.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, 
estas facultades no pueden ser ejercidas arbitrariamente y con total desprecio a la dignidad 
humana, como la CODEHUPY lamenta constatar en este caso.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en la ejecución arbitraria de Víctor Díaz Paredes el 6 de octubre de 2002, se funda 
en los elementos reunidos en la investigación que demuestran que:

a) Todo el procedimiento policial en cuyo marco fue ejecutada la víctima, fue realizado en un 
contexto general de ilegalidad, incorrección y ausencia de debido proceso;

b) No existió necesidad alguna de utilizar la fuerza ni armas de fuego. La víctima y los demás 
campesinos no habían cometido actos de violencia en contra de agente de policía alguno, 
ni habían puesto en peligro la vida de alguna persona de otro modo, de manera que se 
justifi cara el uso de armas de fuego en su contra. La evidencia recogida por la CODEHUPY 
señala claramente que no existió un enfrentamiento a tiros entre los dos agentes policiales 
involucrados en el hecho y 100 campesinos armados “durante 45 minutos”;

c) La Policía Nacional no realizó ninguna advertencia previa a los campesinos respecto del uso 
inminente de sus armas de fuego. Los disparos directos en contra de los campesinos no estuvieron 
precedidos de otros medios de disuasión previos o de uso de la fuerza no letal, lo que evidencia 
la ausencia completa de un protocolo formal de actuación e intervención policial;

d) Los disparos de arma de fuego recibidos por la víctima iban dirigidos a acabar con su vida y 
fueron sufi cientes para ello, lo que señala que los efectivos policiales no guardaban criterios 
de proporcionalidad y de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego.

 Al no existir un reconocimiento ofi cial por parte de la Policía Nacional de la agresión perpetrada, 
ni una investigación ofi cial que demuestre la necesidad del uso de la fuerza, la CODEHUPY da 
credibilidad a los testimonios recolectados en esta investigación que refi eren que el ataque 
policial fue totalmente innecesario, desproporcionado y motivado por la intención criminal 
de ejecutar en represalia a un campesino de la ocupación.

 Además de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de 
Víctor Díaz Paredes, los elementos de prueba examinados llevan a concluir que el Ministerio 
Público cuenta con sufi cientes pruebas para imputar e investigar – y eventualmente solicitar 
el enjuciamiento y condena- a los efectivos policiales de la APER subofi cial 1° OS Germán 
Benítez Vera y subofi cial 2° Bernardo Escobar como presuntos coautores materiales de la 
ejecución arbitraria de la víctima, cuyos niveles de responsabilidad en el ilícito aún no fueron 
esclarecidos por los organismos jurisdiccionales del Estado paraguayo.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que permanecen los responsables de la ejecución de Víctor Díaz Paredes, 
debido a que ninguna investigación fi scal fue abierta para la determinación del hecho y la 
sanción correspondiente a los responsables. En particular, en este caso la responsabilidad 
comprometería penalmente al agente fi scal Víctor Antonio Florentín, quien a pesar de recibir 
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la denuncia y la evidencia del hecho que le fuera debidamente comunicada, no realizó 
ninguna imputación ni abrió la investigación ofi cial del hecho que estaba obligado a impulsar 
de ofi cio.

3. La CODEHUPY tiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Víctor Díaz Paredes, la que debería incluir por lo menos medidas de 
satisfacción, un formal pedido de perdón a la familia y una indemnización compensatoria 
adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Víctor Díaz Paredes.
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